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Sr. S. de Vega, presidente  
 

La Sección Segunda del Consejo 
Consultivo de Castilla y León, 
reunida en Zamora el día 5 de 
marzo de 2025, con asistencia de 
los miembros que se expresan al 
margen, emitió, por unanimidad, el 
siguiente dictamen: 
 
 

Sr. Ramos Antón, consejero  
Sra. Ares González, consejera  
Sr. Herrera Campo, consejero y 
ponente 
 
Sr. Píriz Urueña, secretario 
 
 
 

DICTAMEN 49/2025 
 
I 

ANTECEDENTES DE HECHO 
 
El día 31 de enero de 2025 tuvo entrada en este Consejo Consultivo la 

solicitud de dictamen preceptivo sobre el expediente de responsabilidad 
patrimonial iniciado como consecuencia de la reclamación presentada por 
Dña. yyyy, debido a los daños y perjuicios sufridos en un accidente por el mal 
estado de la calzada. 

 
Examinada la solicitud y admitida a trámite el 6 de febrero de 2025, se 

procedió a darle entrada en el registro específico de expedientes del Consejo 
con el número de referencia 49/2025, iniciándose el cómputo del plazo para 
la emisión del dictamen, tal como dispone el artículo 52 del Reglamento de 
Organización y Funcionamiento del Consejo Consultivo de Castilla y León, 
aprobado por resolución de 5 de febrero de 2014 de la Mesa de las Cortes de 
Castilla y León. Turnado por el presidente del Consejo, correspondió su ponencia 
al consejero Sr. Herrera Campo. 

 
Primero.- El 22 de octubre de 2024 Dña. yyyy presenta una 

reclamación de responsabilidad patrimonial ante la Diputación Provincial de 
xxxx, debido a los daños y perjuicios sufridos a causa de un accidente acaecido 
el 20 de septiembre de 2024 en la carretera cc-120, punto kilométrico 8.1, al 
producirse la salida de la vía del vehículo que conducía (modelo Citroën C4, 
matrícula vvvv), y posteriormente chocar con un talud, por la existencia de 
grandes placas de barro en la calzada, que “hacían impracticable la circulación 
con seguridad”.  
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Reclama una indemnización de 3.121,23 euros en concepto de daños 
materiales del vehículo. 

 
Manifiesta que “Por estos hechos no se siguen otras reclamaciones 

civiles, penales ni administrativas y no he obtenido ni estoy en condiciones de 
obtener cualquier otra indemnización de Entidad pública ni privada”. Y que “No 
existen actuaciones judiciales abiertas en relación con estos mismos hechos”. 

 
Acompaña a la reclamación copia del permiso de circulación del vehículo, 

fotografías del lugar en que ocurrió el siniestro, el atestado de la Guardia Civil, 
y un informe-valoración de daños de la aseguradora del vehículo.  

 
Segundo.- Obran incorporados al expediente el parte de denuncia del 

capataz-vigilante de la zona I de la Diputación, de 1 de octubre de 2024; un 
informe la empresa contratista del servicio de conservación de la vía, de 26 de 
noviembre de 2024; un informe del capataz-vigilante de la zona I de la 
Diputación de 15 de noviembre de 2024; y un informe del jefe de la Sección 
de Carreteras de 3 de diciembre de 2024. 

 
Tercero.- Mediante providencia de 12 de diciembre de 2024 se incoa 

el correspondiente expediente de responsabilidad patrimonial. 
 
Cuarto.- El 17 de diciembre de 2024 se emite informe-propuesta en 

relación con la reclamación formulada, y a continuación se concede trámite de 
audiencia a la reclamante, quien presenta sus alegaciones el 15 de enero de 
2025, en las que básicamente se afirma y ratifica en su reclamación inicial. 

 
Quinto.- El 29 de enero siguiente se emite informe relativo a las 

alegaciones formuladas por la reclamante. 
 
Sexto.- El mismo 29 de enero de 2025 se formula propuesta de resolución 

desestimatoria de la reclamación, al entender que por parte de la Administración 
ha existido en este caso una utilización razonable y adecuada de los medios 
disponibles en garantía de los riesgos relacionados con el servicio público; si 
bien se añade la reserva de la acción de repetir contra la empresa contratista 
para el caso que se determine (sic) por este Consejo la responsabilidad de la 
Diputación en el daño ocasionado.  

 
 
En tal estado de tramitación, se dispuso la remisión del expediente al 

Consejo Consultivo de Castilla y León para que emitiera dictamen. 
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II 
CONSIDERACIONES JURÍDICAS 

 
1ª.- El Consejo Consultivo de Castilla y León dictamina en el presente 

expediente, con carácter preceptivo, de conformidad con lo previsto en el 
artículo 4.1.i),1º de la Ley 1/2002, de 9 de abril, reguladora del Consejo 
Consultivo de Castilla y León, correspondiendo a la Sección Segunda emitir el 
dictamen según lo establecido en el apartado tercero, 2.e), del Acuerdo de 6 
de marzo de 2014 del Pleno del Consejo Consultivo de Castilla y León, por el 
que se determina la composición y competencias de las Secciones. 

 
2ª.- El procedimiento se ha tramitado con arreglo a lo previsto en la 

Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas (LPAC). 

 
3ª.- Concurren en la reclamante los requisitos de capacidad y 

legitimación exigidos por la LPAC. 
 
La competencia para resolver la reclamación corresponde al presidente 

de la Diputación Provincial, sin perjuicio de la delegación de competencias que 
pueda existir, de acuerdo con lo establecido en el artículo 92 de la LPAC, en 
relación con el artículo 34.1.o), 34.2 y 35.2.b) de la Ley 7/1985, de 2 de abril, 
reguladora de las Bases de Régimen Local (LBRL). 

 
La reclamación se ha interpuesto en tiempo hábil, de acuerdo con el 

artículo 67.1 de la LPAC.  
 
4ª.- El artículo 106.2 de la Constitución establece que “Los particulares, 

en los términos establecidos por la ley, tendrán derecho a ser indemnizados 
por toda lesión que sufran en cualquiera de sus bienes y derechos, salvo en 
los casos de fuerza mayor, siempre que la lesión sea consecuencia del 
funcionamiento de los servicios públicos”. 

 
La referencia constitucional a la ley debe entenderse hecha a los 

artículos 32 y siguientes de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen 
Jurídico del Sector Público (LRJSP), a la que se remite, de forma genérica, el 
artículo 54 de la LBRL. 
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Conforme a la jurisprudencia del Tribunal Supremo, la reiterada doctrina 
del Consejo de Estado, así como la de este Consejo Consultivo, la 
responsabilidad patrimonial de la Administración Pública exige la concurrencia 
de los siguientes requisitos: a) daño efectivo, evaluable económicamente e 
individualizado en relación con una persona o grupo de personas; 
b) antijuridicidad del daño, en el sentido de que la persona que lo sufre no 
tenga el deber jurídico de soportarlo, de acuerdo con la ley; c) imputabilidad 
a la Administración de la actividad dañosa, es decir, la integración del agente 
en el marco de la organización administrativa a la que pertenece o la titularidad 
pública del servicio o la actividad en cuyo ámbito se produce el daño; 
d) relación de causalidad entre la actividad administrativa y el resultado 
dañoso, esto es, que el daño sea consecuencia del funcionamiento normal o 
anormal de un servicio público; e) ausencia de fuerza mayor. Asimismo, se 
exige que la reclamación se presente antes que haya transcurrido un año 
desde el momento en que se produjo el hecho causante. 

 
En la esfera de las Administraciones Locales, el artículo 54 de la LBRL 

establece que “Las entidades locales responderán directamente de los daños 
y perjuicios causados a los particulares en sus bienes y derechos como 
consecuencia del funcionamiento de los servicios públicos o de la actuación de 
sus autoridades, funcionarios o agentes, en los términos establecidos en la 
legislación general sobre responsabilidad administrativa”. Este precepto, 
reproducido casi de forma literal por el artículo 223 del Reglamento de 
Organización, Funcionamiento y Régimen Jurídico de las Entidades Locales, 
aprobado por el Real Decreto 2568/86, de 28 de noviembre, se remite a 
legislación general sobre responsabilidad administrativa, de modo que resulta 
igualmente exigible la concurrencia de los requisitos anteriormente señalados. 

 
No obstante lo anterior, la jurisprudencia modula el carácter objetivo de 

la responsabilidad patrimonial, al rechazar que la mera titularidad del servicio 
determine la responsabilidad de la Administración respecto de cualquier 
consecuencia lesiva relacionada con aquel que pueda producirse. El Tribunal 
Supremo ha declarado, en su sentencia de 5 de junio de 1998, que “la 
prestación por la Administración de un determinado servicio público y la 
titularidad por parte de aquélla de la infraestructura material para su prestación 
no implica que el vigente sistema de responsabilidad patrimonial objetiva de 
las Administraciones Públicas convierta a éstas en aseguradoras universales 
de todos los riesgos con el fin de prevenir cualquier eventualidad desfavorable 
o dañosa para los administrados que pueda producirse con independencia del 
actuar administrativo, porque de lo contrario, como pretende el recurrente, se 
transformaría aquél en un sistema providencialista no contemplado en nuestro 



 

5 
 

ordenamiento jurídico”. Criterio que ha sido recogido en otros fallos (a.e. 
sentencias de 13 de septiembre de 2002, 30 de septiembre y 14 de octubre 
de 2003, o 17 de abril de 2007). 

 
También ha declarado el Tribunal Supremo, de forma reiterada, que no 

es acorde con el referido sistema de responsabilidad patrimonial objetiva su 
generalización más allá del principio de causalidad, de manera que, para que 
exista aquélla, es imprescindible la existencia de nexo causal entre la actuación 
de la Administración y el resultado lesivo o dañoso producido. En este sentido, 
la sentencia de 13 de noviembre de 1997 ya señaló que “aun cuando la 
responsabilidad de la Administración ha sido calificada por la jurisprudencia de 
esta Sala como un supuesto de responsabilidad objetiva, no lo es menos que 
ello no convierte a la Administración en un responsable de todos los resultados 
lesivos que puedan producirse por el simple uso de instalaciones públicas, sino 
que, como antes señalamos, es necesario que esos daños sean consecuencia 
directa e inmediata del funcionamiento normal o anormal de aquélla”. 

 
Por lo tanto, la responsabilidad de la Administración procederá en 

aquellos casos en que los daños sean consecuencia del funcionamiento de los 
servicios públicos, sin que a estos efectos sea suficiente que los daños 
aparezcan con motivo u ocasión de la prestación de dichos servicios públicos. 

 
5ª.- En cuanto al fondo del asunto, la reclamante alega que el accidente 

se produjo por la salida de la vía titularidad de la Diputación del vehículo que 
conducía, al existir en aquel tramo de la calzada grandes placas de barro que 
hacían impracticable la circulación con seguridad. 

 
En este sentido, el artículo 57 del texto refundido de la Ley sobre 

Tráfico, Circulación de Vehículos a Motor y Seguridad Vial, aprobado por el 
Real Decreto Legislativo 6/2015, de 30 de octubre, impone al titular de la vía 
“la responsabilidad del mantenimiento de la misma en las mejores condiciones 
posibles de seguridad para la circulación y la instalación y conservación en ella 
de las adecuadas señales y marcas viales. También corresponde al titular de 
la vía la autorización previa para la instalación en ella de otras señales de 
circulación. En caso de emergencia, los Agentes de la autoridad podrán instalar 
señales circunstanciales sin autorización previa”. En el mismo sentido, tanto el 
Consejo de Estado como este Consejo Consultivo han declarado repetidamente 
que la Administración tiene el deber de mantener las carreteras abiertas a la 
circulación pública en condiciones tales que la seguridad de quienes las utilicen 
quede normalmente garantizada. Este deber de la Administración establece el 
nexo causal entre la actuación u omisión administrativa y las consecuencias 
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dañosas de los eventos puramente fortuitos que signifique quiebra de tales 
condiciones mínimas de seguridad que aquélla está obligada a garantizar.  

 
El atestado de la Guardia Civil incorporado al expediente hace constar 

el mal estado de mantenimiento y conservación que presentaba la calzada, 
por la existencia en ella de grandes placas de barro, y señala que tal 
circunstancia fue la causa principal o eficiente del accidente y, por tanto, de 
los daños reclamados. Por otro lado, no consta en dicho informe estadístico 
elaborado por la Guardia Civil, ni se ha probado por la Administración, que se 
hubiera producido alguna infracción de las normas de circulación por parte del 
conductor.  

 
Conforme a ello, ha de considerarse probada la relación de causalidad 

entre los daños sufridos y el funcionamiento del servicio público viario, de 
forma que la reclamación debe estimarse. 

 
No obsta a dicha conclusión que el propio atestado de la Guardia Civil 

señale que la existencia de esas placas de barro se debiera a fuertes lluvias. 
Ni tampoco que el informe de la contratista afirme que tales lluvias provocaron 
el deslizamiento de estiércol, proveniente de una finca situada en el margen 
izquierdo de la carretera, hasta la zona del incidente. 

 
A este respecto el Real Decreto 300/2004, de 20 de febrero, por el que 

se aprueba el Reglamento del seguro de riesgos extraordinarios, se refiere en 
su artículo 2.1.4º a la tempestad ciclónica atípica como el tiempo atmosférico 
extremadamente adverso y riguroso producido por: “Ciclones violentos de 
carácter tropical, identificados por la concurrencia y simultaneidad de 
velocidades de viento superiores a 96 kilómetros por hora, promediados sobre 
intervalos de 10 minutos, lo que representa un recorrido de más de 16.000 
metros en este intervalo, y precipitaciones de intensidad superior a 40 litros 
de agua por metro cuadrado y hora”. 

 
No existe ninguna prueba a lo largo del expediente de que la cantidad 

de lluvia recogida ese día excediese tales parámetros, y tampoco se ha 
recabado al efecto informe del Agencia Estatal de Meteorología, por lo que 
puede entenderse que no concurre circunstancia alguna de fuerza mayor. 

 
Resulta asimismo del informe ya citado de la contratista que la última 

vigilancia del tramo de la vía donde se produjo el siniestro se llevó a cabo el 
10 de septiembre de 2024, esto es, diez días antes del accidente.  
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6º.- En lo relativo a la cuantía indemnizatoria, la reclamante solicita un 
total de 3.121,23 euros por daños materiales al vehículo, los cuales aparecen 
en el expediente debidamente peritados y valorados. 

 
Dicha cuantía no se ha puesto en ningún momento en cuestión ni por 

la Administración consultante y titular de la vía ni por la contratista del servicio, 
por lo que cabe considerarla adecuada a la vista de la documentación aportada 
por la reclamante. 
 

Todo ello sin perjuicio de su actualización a la fecha en que se ponga 
fin al procedimiento de responsabilidad patrimonial, tal y como prevé el 
artículo 34.3 de la LRJSP. 

 
 

III 
CONCLUSIONES 

  
En mérito a lo expuesto, el Consejo Consultivo de Castilla y León 

informa: 
 
Procede dictar resolución estimatoria en el procedimiento de 

responsabilidad patrimonial iniciado como consecuencia de la reclamación 
presentada por Dña. yyyy, debido a los daños y perjuicios sufridos en un 
accidente por el mal estado de la calzada. 

 
 
No obstante, V.E. resolverá lo que estime más acertado. 
 


